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El Ministro de Asuntos Exteriores.
JAVIER SOLANA MADARIAGA

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 2 de octubre de 1991, el Pleni­
potenciario de España, firmó en Santiago, juntamente
con el Plenipotenciario de la República de Chile, nom­
brados ambos en buena y debida forma al efecto, el
Acuerdo entre el Reino de España y la República de
Chile para la Protección y Fomento recíprocos de Inver­
siones y Protocolo ajeno;

Vistos y examinados los once artículos del Acuerdo
y el Protocolo que forma parte integrante del mismo;

Concedida por las Cortes Generales la autorización
prevista en el artículo 94.1 de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone,
como en virtud del presente lo apruebo y ratifico, pro­
metiendo cumplirlo, observarlo y hacer que se cumpla
y obs.erve puntualmente en todas sus partes, a cuyo
fin, para su mayor validación y firmeza, mando expedir
este Instrumento de Ratificación firmado por mr, debi­
damente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro
de Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid a 5 de noviembre de 1993.
JUAN CARLOS R.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPU­
BlICA DE CHILE PARA LA PROTECCION y FOMENTO

RECIPROCaS DE INVERSIONES

El Reino de España y la República de Chile, en ade­
lante <das Partes»;

Deseando intensificar la cooperación econórtlica en
beneficio recfproco de ambos países;

Proponiéndose crear condiciones favorables para las
inversiones realizadas por inversionistas de cada una de
las partes en el territorio de la otra que impliquen trans­
ferencias de capitales, y

Reconociendo que la promoción y la protección de
las inversiones con arreglo al presente Acuerdo estimula
las iniciativas en este campo,

Han éonvenido lo siguiente:

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Acuerdo:
1. Por «inversionistas o inllElrsores» se entenderán

las personas frsicas o naturales nacionales, según el dere­
cho de la Parte correspondiente y las personas jurídicas,
incluidas compañías, asociaciones de compañías, socie­
dades mercantiles y otras organizaciones que se encuen-
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JEFATURA DEL ESTADO

INSTRUMENTO de Ratificación del Acuerdo
entre el Reino de España y la República de
Chile para la Protección yFomento Recíproco
de Inversiones y Protocolo, hecho en Santiago
el2 de octubre de 1991.

tren constituidas o, en cualquier caso, debidamente orga­
nizadas según el derecho de esa Parte y tengan su sede
en el territorio de la misma, no obstante pertenezcan
·a personas naturales o jurídicas extranjeras.

2. Por «inversiones» se designa todo tipo de habe­
res, tales como bienes y derechos de toda naturaleza,
adquiridos de acuerdo con la legislación del país receptor
de la inversión y en particular, aunque no exclusivamen­
te, los siguientes:

Acciones y otras formas de participación en socie­
dades.

Créditos, valores y derechos derivados de todo tipo
de aportaciones realizadas con el propósito de crear valor
económico; se incluyen expresamente todos aquellos
préstamos concedidos con este fin, hayan sido o no
capitalizados.

Bienes muebles e inmuebles, asr como todo tipo de
derechos relacionados con los mismos.

Todo tipo de derechos en el ámbito de la propiedad
intelectual. incluyendo expresamente patentes de inven­
ción y marcas de comercio, así como licencias de fabri­
cación y «knowhow».

Derechos para realizar actividades económicas y
comerciales otorgados por la ley o en virtud de un con­
trato, en particular los relacionados con la prospección,
cultivo, extracción o explotación de recursos naturales.

3. El término «rentas o utilidades de inversión» se
refiere a los rendimientos derivados de una inversión
de acuerdo con la definición contenida en el punto ante­
rior, e incluye, expresamente beneficios, dividendos e
intereses.

4. El término «territorio» designa el territorio terres­
tre y el mar territorial de cada una de las Partes así
como la zona económica exclusiva y la plataforma con­
tinental que se extiende fuera del límite del mar territorial
de cada una de las Partes sobre la cual éstas tienen
o pueden tener, de acuerdo con el Derecho Internacional,
jurisdicción y derechos soberanos a efectos de prospec­
ción, exploración y preservación de recursos naturales.

Artículo 2. Fomento, admisión.

1. Cada Parte fomentará, en la medida de lo posible,
las inversiones efectuadas en su territorio por inversio­
nistas de la otra Parte y admitirá estas inversiones, con­
forme a sus disposiciones legales.

2. El presente Tratado se aplicará a las inversiones
que se realicen a partir de su entrada en vigor por inver­
sionistas de una Parte contratante en el territorio de
la otra. No obstante, también beneficiará a las inversiones
realizadas con anterioridad a su vigencia y que, según
la legislación de la respectiva Parte contratante, tuvieren
la calidad de inversión extranjera.

3. No se aplicará, sin embargo, a las controversias
o reclamaciones surgidas o resueltas con anterioridad
a su entrada en vigor.

Artículo 3. Protección.

1. Cada Parte protegerá en su territorio las inver­
sionistas efectuadas, conforme a su legislación, por inver­
siones de la otra Parte y no obstacularizará, mediante
medidas injustificadas o discriminatorias, la gestión, el
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mantenimiento. la utilización el disfrute. la extensión. la
venta ni. en su caso. la liquidación de tales inversiones.

2. Cada Parte concederá las autorizaciones neca­
sarias en relación con estas inversiones y permitirá. en
el marco de su legislación. la ejecución de contratos
de licencia de fabricación. asistencia técnica. comercial.
financiera y administrativa.

3. Cada Parte concederá igualmente. en conformi­
dad con su legislación. cada vez que sea necesario. las
autorizaciones requeridas en relación con las actividades
de consultores o expertos contratados por inversionistas
de la otra Parte.

Artículo 4. Tratamiento.

1. Cada Parte garantizará en su territorio de acuerdo
con su legislación nacional. un tratamiento justo y equi­
tativo a las inversiones realizadas por inversionistas de
la otra Parte. bajo condiciones no menos favorables que
para sus inversionistas nacionales.

2. Este tratamiento no será menos favorable que
el otorgado por cada Parte a las inversiones realizadas
en su territorio por inversionistas de un tercer país.

3. Este tratamiento no se extel}derá. sin embargo.
a los privilegios que una Parte conceda a los inversio­
nistas de un tercer Estado. en virtud de su participación
en:

Una zona de libre comercio;
Una unión aduanera;
Un mercado común. o
Una organización de asistencia económica mutua o

en virtud de un Acuerdo firmado antes de la fecha de
la firma del presente Convenio que prevea disposiciones
análogas a aquellas que son otorgadas por esa Parte
a los participantes de dicha organización.

4. El tratamiento concedido con arreglo al presente
artículo no se extenderá a deducciones y exenciones
fiscales u otros privilegios análogos otorgados por cual­
quiera de las Partes a inversionistas de terceros países
en virtud de un Acuerdo de Evitación de Doble Impo­
sición o de cualquier otro Acuerdo en materia de tri­
butación.

Artículo 5. Nacionalización y expropiación.

la nacionalización. expropiación o cualquier otra
medida de características o efectos similares que pueda
ser adoptada por las autoridades de una Parte contra
las inversiones de inversionistas de la otra Parte en su
territorio. deberá realizarse exclusivamente por causa de
utilidad pública o interés nacional. conforme a las dis­
posiciones constitucionales y legales y en ningún caso
será discriminatoria. la Parte que adoptare estas medi­
das pagará al inversionista. sin demora injustificada. una
indemnización adecuada. en moneda de libre conver­
tibilidad. la legalidad de la expropiación. nacionalización
o medida equiparable. y el monto de la indemnización.
serán susceptibles de recurso en procedimiento judicial
ordinario.

Artículo 6. Transferencia.

Cada Parte otorgará a los inversionistas de la otra
Parte. con respecto a las inversiones realizadas en su
territorio. la posibilidad de transferir libremente las rentas
de esas inversiones y otros pagos relacionados por las
mismas. y en particular. pero no exclusivamente. los
siguientes:

las rentas de inversión. tal y como han sido definidas
en el artículo 1; .

las indemnizaciones previstas en el artículo 5;
la amortización de préstamos;

El producto de la venta o liquidación total o parcial
de una inversión.

las transferencias se harán en divisas libremente
convertibles.

la Parte receptora de la inversión facilitará al inver­
sionista de la otra Parte o a la sociedad en la que participa
el acceso al mercado oficial de divisas en forma no
discriminatoria.

las transferencias se realizarán netas de impuestos.
una vez que el inversionista haya cumplido con las obli­
gaciones fiscales establecidas por la legislación vigente
en la Parte receptora de la inversión.

Las Partes se comprometen a facilitar los procedi­
mientos necesarios para efectuar dichas transferencias
sin excesiva demora ni restricciones. En particular. no
deberá transcurrir más de un plazo de tres meses desde
la fecha en que el inversionista haya presentado debi­
damente las solicitudes necesarias para efectuar la trans­
ferencia hasta el momento en que dicha transferencia
se realice efectivamente.

Asimismo. cada Parte otorgará la posibilidad de trans­
ferir libremente los sueldos. salarios y demás remune­
raciones'recibidos por los nacionales de una Parte. que
hayan obtenido en la otra Parte fas correspondientes
autorizaciones. y permisos de trabajo en relación con
una inversión.

Artículo 7. Condiciones más favorables.

Condiciones más favorables a las del presente Acuer­
do que hubiesen sido convenidas por una de las Partes
con los inversionistas de la otra Parte. no se verán afee­
tadas por el presente Acuerdo.

Si de las disposiciones legales de una Parte contra­
tante. o de obligaciones emanadas del Derecho Inter­
nacional aparte del presente Tratado. actuales o futuras.
entre las Partes contratantes. resultare una reglamen­
tación general o especial en virtud de la cual deba con­
cederse a las inversiones de los inversionistas de la otra
Parte contratante un trato más favorable que el previsto
en el presente Tratado. dicha reglamentación prevale­
cerá sobre el presente Tratado. en cuanto sea más favo-
rable. .

Artículo 8. Principio de subrogación.

En el caso de que una Parte haya otorgado cualquier
garantía financiera sobre riesgos no comerciales en rela­
ción con una inversión efectuada por un inversor de
esa Parte en el territorio de la otra Parte. esta última
aceptará una aplicación del principio de subrogación de
la primera Parte en los derechos económicos del inversor
y no en los derechos reales. desde el momento en que
ésta haya realizado un primer pago con cargo a la garan­
tía concedida.

Esta subrogación hará posible que la primera Parte
sea beneficiaria directa de todos los pagos de indem­
nización a los que pudiese ser acreedor el inversor inicial.
En ningún caso podrá producirse una subrogación en
derechos de propiedad. uso. disfrute o cualquier otro
derecho real derivado de la titularidad de la inversión
sin la previa obtención de las autorizaciones pertinentes
de acuerdo con la legislación sobre inversiones extran­
jeras vigentes en la Parte donde se realizó la inversión.

los inversionistas tendrán derecho a demandar o
hacerse parte en las acciones ya iniciadas en orden a
proteger los restantes derechos de que pueden reclamar
y que no han sido subrogados. De esta forma. habién­
dose reclamado. se aplicará el procedimiento establecido
en el artículo 10.
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PROTOCOLO

En el acto <:le la firma del Tratado entre el Reino de
España y la República de Chile. sobre fomento y recíproca
protección de inversiones. los infrascritos Plenipotencia­
rios han adopta<:lo además las siguientes disposiciones.
que se considerarán como parte integrante del Tratado:

Artículo 11. Entrada en vigor. prórroga. denuncia.

1. El presente Tratado entrará en vigor un mes des­
pués de la fecha en que se haya efectuado el canje
de los Instrumentos de Ratificación. Su validez será de
diez años y se prolongará después por tiempo indefinido.
a menos que fuera denunciado por escrito por una de
las Partes contrantantes doce meses antes de su expi­
ración. Transcurridos diez años. el Tratado podrá denun­
ciarse en cualquier momento. con un preaviso de doce
meses.

2. El presente Tratado será aplicable independien­
temente de que existan o no relaciones diplomáticas
o consulares entre ambas Partes contratantes.

·'3. Para inversiones realizadas hasta el momento <:le
la expiración del presente Tratado. sus <:lisposiciones
seguirán rigiendo durante los veinte años subsiguientes
a la fecha de la referida expiración.

Hecho en Santiago. en dos originales en lengua espa­
ñola. que hacen fe. a los dos días del mes del octubre
de mil novecientos noventa y uno.

3. En caso de recurso al arbitraje internacional la
controversia podrá ser llevada ante uno de los órganos
de arbitraje designados a continuación a elección del
inversionista:

Al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias
Relativas a Inversiones (CIADI) creado por el ccConvenio
sobre Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre
Estados y nacionales de otros Estados». abierto a la firma
en Washington el 18 de marzo de 1965, cuando cada
Estado parte en el presente Tratado haya adherido a
aquél. Mientras esta condición no se cumpla. cada Parte
contratante da su consentimiento para que la contro­
versia sea sometida al arbitraje conforme con el regla­
mento del Mecanismo complementario del CIADI.

A un Tribunal de arbitraje ccad hoc» e.stablecido de
acuerdo con las reglas de arbitraje de la Comisión de
las Naciones U(li<:las para el Derecho Mercantil Inter­
nacional (CNUDMI).

4. El órgano arbitral decidirá en base a las dispo­
siciones del presente Tratado. al derecho de la Parte
contratante que sea parte en la controversia -incluidas
las normas relativas a conflictos de leyeS"- y a los tér­
minos de eventuales acuerdos particulares concluidos
con relación a la inversión. como así también los prin­
cipios del derecho internacional en la materia.

5. las sentencias arbitrales serán definitivas y obli­
gatorias para las partes en la controversia.

6. las Partes contratantes se abstendrán de tratar.
a través de los canales diplomáticos. argumentos. con­
cernientes al arbitraje o a un proceso judicial ya en mar­
cha hasta que los procedimientos correspondientes
hubieran sido concluidos. salvo que las partes en la con­
troversia no hubieran cumplido el laudo del Tribunal arbi­
tral o la sentencia <:lel Tribunal ordinario. según los tér­
minos de cumplimiento establecidos en el laudo o en
la sentencia.

Artículo 9. Conflictos de interpretación del Convenio
entre las Partes.

1. Cualquier controversia entre las Partes referente
a la interpretación o aplicación del presente Convenio
será resuelta. hasta donde sea posible. por los Gobiernos
de las dos Partes.

2. .Si el conflicto no pudiera resolverse de ese modo
en el plazo de seis meses desde el inicio de las nego­
ciaciones. podrá ser sometido. a petición de cualquiera
de las dos Partes. a un Tribunal de arbitraje.

3. El Tribunal de arbitraje se constituirá del siguiente
modo: cada Parte designará un árbitro y estos dos árbi­
tros elegirán a un ciudadano de un tercer Estado como
presidente. los árbitros serán designados en el plazo
de tres meses. y el presidente en el plazo de cinco meses
desde la fecha en que cualquiera de las dos Partes hubie­
ra informado a la otra Parte de su intención de someter
el conflicto a un Tribunal de arbitraje.

4. Si una de las· Partes no hubiera designado a su
árbitro en el plazo fijado. ·Ia otra Parte podrá solicitar
al Presidente de la Corte Internacional de Justicia que
realice dicha designación. En caso que dos árbitros no
llegaran a un acuerdo sobre el nombramiento del tercer
árbitro. en el período establecido, cualquiera de las Partes
podrá acudir al Presidente de la Corte Internacional de
Justicia para que efectúela designación pertinente. En
caso de que el Presidente sea nacional de una de las
Partes contratantes o se halle impedido por otra causa.
corresponderá al Vicepresidente efectuar los nombra­
mientos. Si el Vicepresidente también fuera nacional de
una de las dos Partes contratantes o si se hallare también
impedido, corresponderá al miembro de la Corte que
siga inmediatamente en el orden jerárquico y no sea
nacional de una de las Partes contratantes, efectuar los
nombramientos.

5. El Tribunal de arbitraje emitirá su dictamen sobre
la base de respeto a la ley. de las normas contenidas
en el presente Convenio o en otros Acuerdos vigentes
entre las Partes. y sobre los principios universalmente
reconocidos de Derecho Internacional.

6. A ménos que las Partes lo decidan de otro modo.
el Tribunal establecerá su propio procedimiento.

7. El Tribunal adoptará su decisión por mayoría de
votos y aquélla será definitiva y vinculante para ambas
Partes.

8. Cada Parte correrá con los gastos de árbitro por
ella designado y los relacionados con su representación
en los procedimientos arbitrales. los demás gastos.
incluidos los del Presidente. serán sufragados. equita­
tivamente. por ambas Partes.

Artículo 10. Conflictos entre una Parte e inversionistas
de la otra Parte.

1. Toda controversia relativa a las inversiones. en
el sentido del presente Tratado. entre una Parte con­
tratante y un inversionista de la otra Parte contratante
será. en la medida de lo posible. solucionada por con­
sultas amistosas entre las dos partes en la controversia.

2. Si la controversia no hubiera podido ser solucio­
nada en el término de seis meses a partir del momento
en que hubiera sido planteada por una u otra de las
Partes. será sometida a elección del inversionista:

O bien a las jurisdicciones nacionales de la Parte con­
tratante implicada en el controversia;

O bien el arbitraje internacional en las condiciones
descritas en el párrafo 3.

Una vez que un inversionista haya sometido la con­
troversia a las jurisdicciones de la Parte contratante impli­
cada o al arbitraje internacional. la elección de uno y
otro de esos procedimientos será definitiva.

Por el Reino de España.

Claudio Aranzadi.
Ministro de Industria.
Comercio y Turismo

Por la República de Chile.
Carlos Ominami Pascual.
Ministro <:le Economía.

Fomento
y Reconstrucción
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Por el Reino de España.

Claudio Aranzadi.
Ministro de Industria.
Comercio y Turismo
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1. Ad artículo 6

No obstante las disposiciones del artículo 6. la Repú­
blica de Chile garantizará el derecho de repatriación del
capital invertido por inversionistas de la otra Parte con­
tratante. después de transcurrido el plazo de tres años.
desde su internación. previsto en su legislación. Cual­
quier modificación de este plazo. dejará sin efecto el
mismo por lo que se refiere al apartado de este protocolo.

Las Partes dejan constancia que el artículo 6 del pre­
sente Convenio no se aplica a inversiones realizadas a
través de programas de conversión de la deuda externa
chilena.

Por la República de Chile.

Carlos Ominami Pascual.
Ministro de Economía.

Fomento
y Reconstrucción

El presente Acuerdo entrará en vigor el 29 de marzo
de 1994. un mes después de la fecha en que se efectuó
el intercambio de los Instrumentos de Ratificación. según
se establece en su artículo 11. El Canje de dichos Ins­
trumentos de Ratificación se realizó en Madrid el 28
de febrero de 1994.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid. 10 de marzo de 1994.-EI Secretario general

técnico. Antonio Bellver Manrique.

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

CORRECCION de erroresde la Orden de 2 de
febrero de 1994 por la que se aprueban las
normas de adaptación del Plan General de
Contabilidad a las Federaciones deportivas.

Advertidos errores en la inserción de la mencionada
Orden. publicada en el «Boletín Oficial del Estado.. núme­
ro 34. de fecha 9 de febrero de 1994. se transcriben
a continuación las oportunas rectificaciones:

En la página 4181. primera columna. línea 51. donde
dice: «Principio de unidad...... debe decir: «Principio de
uniformidad......

En la página 4183. segunda columna. línea 42. donde
dice: «413. Becas. premios y subvenciones a deportis­
tas (')'" debe decir: «413. Deportistas por becas. premios
y subvenciones (')...

En la página 4192. primera columna. línea 62. donde
dice: «18. Fianzas y depósitos recibidos... debe decir:
«18. Fianzas y depósitos recibidos a largo plazo...

En la página 4200. primera columna. línea 2. donde
dice: «413. Becas. premios y subvenciones a deportis­
tas n... debe decir: «Deportistas por becas. premios y
subvenciones (')...

En la página 4200. primera columna. línea 42. donde
dice: «ta 629... debe decir: «ta 653...

En la página 4200. primera columna. línea 45. donde
dice: «413. Becas. premios y subvenciones a deportis­
tas ('¡". debe decir: «413. Deportistas por becas. premios
y subvenciones ('¡...

En la página 4206. segunda columna. línea 41. donde
dice: «de cuatro cifras...... debe decir: «de cinco cifras......

En la página 4209. segunda columna. línea 15. donde
dice: «de cuatro cifras...... debe decir: «de cinco cifras......

En la página 4214. segunda columna. línea 55. donde
dice: «... del subgrupo 40 ó 57... debe decir: «...del sub­
grupo 41 ó 57...

En la página 4214. segunda columna. entre las líneas
59 y 60. añadir: «Se cargará por los gastos en que se
incurra con abono a cuentas del subgrupo 41 ó 57...

En la página 4218. primera columna. línea 30. donde
dice: «...del subgrupo 7. Se citan ...». debe decir: «...del
subgrupo 75. Se citan...

En la página 4228. segunda columna. línea 36. donde
dice: «...así como de los criterios que...... debe decir: «...así
como de los créditos que......

En la página 4239. primera columna. línea 58. donde
dice: « reversión en las entidades deportivas debe
decir: « reversión en las Federaciones deportivas .

En la página 4239. primera columna. línea 61. donde
dice: «en cuestión. Se cargarán a resultados...... debe
decir: «...en cuestión se carguen a resultados...

MINISTERIO
PARA LAS ADMINISTRACIONES

PUBLICAS

6497 REAL DECRETO 494/1994. de 17 de marzo.
por el que se crea la Dirección General de
Objeción de Conciencia y se modifica el Real
Decreto 10/1991. de 11 de enero. por el que
se determina la estructura orgánica del Minis­
terio de Justicia.

La objeción de conciencia reconocida en el artícu­
lo 30.2 de la Constitución Española es ejercida por un
número creciente de españoles. los cuales. al ser reco­
nocidos objetores de conciencia. quedan obligados a
realizar la prestación social prevista en el artículo 6 de
la Ley 48/1984. de 26 de diciembre.

A fin de posibilitar que el reconocimiento de la obje­
ción de conciencia y el cumplimiento de la prestación
social sustitutoria se desarrolle sin solución de conti­
nuidad y conformar así el contenido íntegro del derecho
de la objeción de conciencia. permitiendo que sea ejer­
cido en un período de tiempo reducido en función de
las necesidades de los servicios civiles. procede crear
un centro directivo con funciones específicas en la mate­
ria. garantizando así una mayor coordinación y eficacia
en el funcionamiento de las unidades administrativas
que actúan en la doble vertiente del derecho de la obje­
ción de conciencia.

La reforma que ahora se emprende implica modificar
el Real Decreto 10/1991. de 11 de enero. por el que
se determina la estructura orgánica del Ministro de Jus­
ticia. modificado por Real Decreto 266/1992. de 20
de marzo.

En su virtud. a iniciativa del Ministerio de Justicia.
a propuesta del Ministro para las Administraciones Públi­
cas y previa deliberación del Consejo de Ministros en
su reunión del día 17 de marzo de 1994.

DI S PO N G O:
Artículo primero.

La Dirección General de Asuntos Religiosos y de Obje­
ción de Conciencia a que se refiere el párrafo 4 del


